LA LEY DE EJERCICIO PROFESIONAL. SU NECESIDAD 

El proyecto de Ley del Ejercicio Profesional, que se encuentra actualmente en el Parlamento, tuvo su origen a partir de la presentación efectuada al Poder Ejecutivo por la Coordinadora de Profesionales Universitarios del Paraguay que engloba: la Asociación de Asistentes Sociales del Paraguay, la Asociación de Agrimensores del Paraguay, la Asociación de Bibliotecarios Graduados del Paraguay, la Asociación de Ciencias Veterinarias del Paraguay, la Asociación de Graduados en Ciencias Contables y Administrativas, la Asociación de Ingenieros Agrónomos del Paraguay, la Asociación de Obstetras del Paraguay, la Asociación Paraguaya de Arquitectos, la Asociación Paraguaya de Enfermeras, la Asociación de Kinesiólogos y Fisioterapeutas del Paraguay, el Centro Paraguayo de Ingenieros, Círculo Paraguayo de Médicos, Círculo de Odontólogos del Paraguay, Colegio de Abogados del Paraguay, Colegio de Arquitectos del Paraguay, Colegio de Contadores del Paraguay, Colegio de Escribanos del Paraguay, Colegio de Graduados en Ciencias Económicas del Paraguay, Colegio de Ingenieros Agrónomos del Paraguay, la Sociedad Paraguaya de Psicología, la Federación de Químicos del Paraguay que comprende a su vez: la Asociación de Ingenieros químicos, Asociaciones de Químicos Farmacéuticos del Paraguay, Asociación de Bioquímicos del Paraguay y Asociación de Químicos de la Industria,  y el Sector Profesional del Foro de Mujeres del Mercosur – Capítulo Paraguay.

Este proyecto se analizo conjuntamente con el  Ministerio de Industria y Comercio, a fin de perfeccionarlo y el Poder Ejecutivo lo remitió al Parlamento en marzo del 2.001.

El Proyecto de Ley del Ejercicio Profesional tiene por finalidad regular el ejercicio de los profesionales egresados universitarios en el Paraguay; estableciendo la obligatoriedad de estar inscripto en el Registro Profesional respectivo y delegando en los propios cuerpos profesionales el Control Matricular o Registro Profesional y la potestad disciplinaria a través de la conformación de los Tribunales de Ética.

PORQUE LA NECESIDAD DE ESTA LEY?

Existen varios argumentos que justifican la necesidad de esta ley en el Paraguay, algunos son de carácter interno y otros hacen al proceso de globalización.

Las consideraciones de carácter interno,  constituyen los  aspectos básicos de la Defensa del Consumidor, como por ejemplo la verificación de una apropiada formación que habilite a los profesionales para prestar determinados servicios, las necesidades de una formación continua, el control de la buena práctica profesional, así como la necesidad de evitar el ejercicio ilegal de las profesiones. La sociedad necesita que se regule la prestación de los servicios profesionales y se garantice la calidad de los mismos.

Asimismo, se pueden considerar de carácter interno la política de reforma y modernización del Estado, que promueve la desestatización de ciertas atribuciones públicas ejercidas hasta hoy por el Poder Ejecutivo. En ese sentido, esta Ley delegaría en las entidades profesionales, es decir a los Pares, el control del ejercicio profesional, de manera consistente con la descentralización administrativa.

Por otro lado, la globalización del comercio de servicios que conlleva la prestación de servicios profesionales en un mercado territorialmente ampliado, implica abordar una gran problemática en cuanto al reconocimiento de títulos, fijación de incumbencias profesionales, control del ejercicio profesional, trato nacional no discriminatorio, acceso a los mercados, normas de ética comunes, defensa del consumidor, etc. Evidentemente los Estados Parte no sólo deberán establecer los organismos de regulación que otorguen las licencias o matriculas a los profesionales, sino además deberán armonizar sus legislaciones y eliminar las asimetrías que pudieran obstaculizar los fines del Tratado de Asunción. 

El Tratado de Asunción, a través del cual se constituye el MERCOSUR, establece que este mercado común implica la libre circulación de personas, bienes y servicios, entre ellos los servicios profesionales; y establece que el MERCOSUR implica .. " el compromiso de los Estados Parte de armonizar sus legislaciones, en las áreas pertinentes, para lograr el fortalecimiento del proceso de integración", y esta armonización se dará al delegar en las entidades profesionales el control del ejercicio profesional. 

El Protocolo de Montevideo sobre el Comercio de Servicios, instrumento jurídico que establece las normas para la libre circulación de servicios en el Mercosur – actualmente en  trámite para su ratificación por el Congreso de la Nación - establece que las organizaciones profesionales de los Estados Parte, serán las encargadas de desarrollar las normas y criterios mutuamente aceptables para el ejercicio profesional, a través de otorgamiento de licencias, matrículas y certificados. 

En este marco, en diciembre del 2.003, el Consejo Mercado Común, aprobó la Decisión MERCOSUR/CMC/DEC. Nº 25/03, “Mecanismo para el Ejercicio Profesional Temporario”. Para la implementación de esta Decisión, contar con instituciones profesionales que detenten el control del ejercicio profesional es una necesidad y una responsabilidad de los Estado Parte del Mercosur; como se desprende de su contenido, que contempla entre otros:

Art.1  El otorgamiento de licencias, matrículas o certificados para la prestación temporaria de servicios profesionales en el marco del Protocolo de Montevideo sobre el Comercio de Servicios,  se realizará a través de los organismos profesionales responsables del control y la fiscalización del ejercicio profesional.

Art.8  Las Entidades Profesionales que suscriban el Acuerdo deberán cumplir con los siguientes requisitos: a) ser legalmente responsables del otorgamiento de licencias y matrículas para el ejercicio profesional y de su fiscalización en sus respectivas  jurisdicciones; b) abarcar todo el territorio del Estado Parte o una parte sustantiva del territorio de ese Estado Parte que sea considerada equitativa por las entidades de los otros Estados Partes.

Art.10 Los Acuerdos Marco suscriptos se aplicarán de conformidad con el Protocolo de Montevideo y las normas de los convenios existentes sobre nacionalidad, residencia, domicilio, permiso de trabajo, migraciones. 

La aplicabilidad de los Acuerdos Marco suscritos  estará sujeta a la existencia de organismos en cada Estado Parte de registro y fiscalización del ejercicio de las profesiones correspondientes a cada Acuerdo Marco,  a los cuales la filiación  de los profesionales de los respectivos Estados Partes sea  obligatoria.

Art.11 Cada Estado Parte se compromete a implementar los instrumentos necesarios para asegurar la plena vigencia con alcance nacional de los Acuerdos Marcos suscriptos, así como la armonización de la legislación vigente, para permitir la aplicación de los mismos
En consecuencia, si no se aprueba una Ley de Ejercicio Profesional, que delegue en los pares el Control del Ejercicio Profesional, los profesionales paraguayos no podrán beneficiarse de la implementación de este mecanismo, y no se contara con mecanismos que precautelen  a la sociedad de una mala praxis profesional en un mercado de servicios ampliado.

LA CONSTITUCIONALIDAD DE LA COLEGIACIÓN
Cuando se habla de Colegiación, normalmente escuchamos decir que la Constitución prohíbe la Colegiación obligatoria. Este ha sido un argumento normalmente esgrimido por aquellos que rechazan el control de ejercicio profesional y el funcionamiento de Tribunales de  Conducta, que apliquen un Código de Ética Profesional. 

La Constitución establece en su Art. 42 "Toda persona es libre de asociarse o agremiarse con fines lícitos, así como nadie esta obligado a pertenecer a determinada asociación. La forma de colegiación profesional será reglamentada por Ley."  Es decir que la Ley de Ejercicio daría cumplimiento a una previsión constitucional. 

Se han emitido muchas declaraciones interpretando el alcance de este articulo e incluso insinuando una modificación del texto original aprobado. Y en esto tienen razón, ya que el texto original, elaborado por la Comisión Redactora se estableció la “no obligatoriedad de la colegiación”. Pero lo que olvidan decir es que en el Plenario de la Convención, ante la moción de los Constituyentes que la Constitución no obligase ni prohibiese la colegiación, y que el tema fuera discutido en el Parlamento, se aprobó el texto final por 90 votos a favor contra 57 que abogaban por la prohibición de la Colegiación. Es decir que la Constitución no prohíbe la obligatoriedad de la Colegiación.

Algunos han propuesto que la colegiación no sea obligatoria, para no violar el principio de la “libertad de asociación”, pretendiendo confundir a la sociedad mezclando los conceptos de “asociación” y “colegiación”.  En este caso, si tendríamos una situación de inconstitucionalidad, ya que no se cumpliría el precepto constitucional de que  “todos son iguales ante Ley”, ya que algunos quedarían sometidos a un Tribunal de Conducta y cumplirían el Código de Ética y otros no.

Cabe mencionar que la supuesta violación al principio de libertad de asociación fue presentada en varias oportunidades ante la Corte Suprema de Justicia en Argentina y en todos el planteamiento fue rechazo.

Asimismo, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, ante la cual se ha recurrido en más de una oportunidad, aduciendo una supuesta violación del Art. 16 del Pacto de San José, con suficientes argumentos, dejó  establecido que la ley de colegiación no es de por sí violatoria de la Convención. 

La Corte manifestó:

La Corte observa que la organización de las profesiones en general, en colegios profesionales, no es per se contraria a la Convención sino que constituye un medio de regulación y de control de la fe pública y de la ética a través de la actuación de los colegas. Por ello, si se considera la noción de orden público en el sentido referido anteriormente, es decir, como las condiciones que aseguran el funcionamiento armónico y normal de las instituciones sobre la base de un sistema coherente de valores y principios, es posible concluir que la organización del ejercicio de las profesiones está implicada en ese orden.  

Es decir, no esta prohibida por la Constitución y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, no considera a la ley de Colegiación violatoria del principio de la libertad de asociación, por tanto no encontramos razón a la negativa de sancionar esta Ley.

De hecho, la única diferencia entre la Ley de Ejercicio Profesional y el sistema de matriculación obligatoria vigente en el país, es que la ejerce el Estado, que en algunos casos la ha delegado a los organismos profesionales.

EL PROYECTO

El proyecto de Ley del Ejercicio Profesional, tiene por finalidad regular el ejercicio de los profesionales egresados universitarios en el Paraguay; estableciendo la obligatoriedad de estar inscripto en el Registro Profesional respectivo y delegando en los propios cuerpos profesionales  el Control Matricular o Registro Profesional y la potestad disciplinaria  a través de la conformación de los Tribunales de Etica.

El proyecto, dará un marco normativo para el ejercicio de las actividades de los profesionales egresados universitarios en el Paraguay. 

Los dos requisitos para el ejercicio profesional serán: el título académico y la inscripción en el Registro Profesional correspondiente. Así mismo se indicará los requisitos para la inscripción, que deberá ser obligatoria y anual para todos los profesionales. En este sentido, el proyecto no se aparta de la normativa vigente actualmente en el país. Además deberá permitir la inscripción de los profesionales extranjeros, a fin de adecuarse a los futuros acuerdos de libre circulación de servicios profesionales.

Por lo  expuesto precedentemente, este Registro Profesional  debe ser llevado por las entidades profesionales. Para cumplir este propósito, se crean los Colegios Profesionales; como Instituciones de Derecho Público, cuyo objetivo fundamental es  “LA DEFENSA DEL INTERES PUBLICO Y DEL BIENESTAR SOCIAL, a través de la defensa de la ETICA y del CONTROL DE CALIDAD”. 

Estos Colegios Profesionales, tendrán como funciones primordiales entre otras:

· Llevar el Control del Registro Profesional, sin discriminación alguna.

· Fijar las condiciones de ejercicio profesional que garanticen los derechos e intereses de los usuarios de los servicios profesionales

· Supervisar el ejercicio profesional a través de un Código de Etica, 

· Acreditar las especialidades para que la Sociedad tenga la garantía de que la atención sea realmente la que se propone

· Defender y proteger el ejercicio profesional de los charlatanes y de aquellos que la ejercen ilegalmente, desprestigiando y prostituyendo las profesiones.

· Constituirse en organismos que precautelen los derechos de los consumidores de servicios profesionales

El proyecto estipula las atribuciones de los Colegios, entre ellas la de establecer las normas de conducta conforme a la deontología de las profesiones y un  Tribunal de Conducta; y las previsiones mínimas que deben establecer sus Estatutos, que deberán ser aprobados por el Poder Ejecutivo.

Asimismo, se garantiza la participación democrática de todos los profesionales con matrícula vigente en cada Colegio, reafirmando el principio de representación proporcional, y el establecimiento de organismos de control

Es de gran importancia destacar su cometido en lo relativo a la defensa de los usuarios de los servicios profesionales, llenando un vacío dejado por la Ley de Defensa del Consumidor.

Los Colegios deben quedar facultados a sancionar a los profesionales de conformidad a los procedimientos y en los casos previstos en sus Estatutos; con lo que se pretende simplificar y agilizar los procesos por mala praxis.

El proyecto garantiza el derecho de recurrencia y apelación de los afectados ante cualquier medida de los Colegios, ante el Tribunal de Cuentas, con lo que se garantiza la función de contralor por el Poder Judicial. Igualmente y a los efectos de transparencia, se establece que el control sobre la gestión fiscal y patrimonial de los Colegios estará a cargo de la Contraloría General de la República.

A objeto de aprobar los Estatutos y velar por la adecuación de los Colegios a los mismos, se crea el Registro de Colegios Profesionales dependiente del Ministerio de Industria y Comercio. 

Finalmente, las disposiciones transitorias regulan los mecanismos para la constitución participativa y amplia de los Colegios Profesionales.

